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Honorable Senado:





A S.E. EL 


PRESIDENTE


DEL  H. 


SENADO.


Por oficio Nº 12.714, de 1 de agosto 1998, V.E. me comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley que modifica el artículo 74 de la Constitución Política de la República, modificando la regulación de la consulta a la Corte Suprema en el caso que se modifique la Ley Orgánica Constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales. 





I.	ANTECEDENTES





Como es de vuestro conocimiento, la reforma tuvo su origen en una moción presentada en 1995 por los HH. Senadores Fernández, Larraín y Zaldívar, y los ex senadores Otero y Sule.


El propósito de dicha reforma era doble:


	1.	Por una parte, pretendía establecer un plazo para que la Corte evacuara su opinión. Se señalaba que en algunas ocasiones, la Corte Suprema se había demorado más de un año en hacerlo.  Con el fin de corregir esta deficiencia, el proyecto establecía un plazo de treinta días para evacuar dicho informe.  En caso que el proyecto de ley consultado tuviera urgencia, la Corte debía evacuar su opinión dentro del plazo que al efecto estableciera la Ley Orgánica Constitucional del Congreso.








	2.	Por otra parte, buscaba subsanar las varias consultas durante la tramitación producto de las modificaciones sustanciales que se producen en un proyecto.  Para corregir lo anterior, la moción establecía la obligación de solicitar la opinión antes del término del primer trámite constitucional. En caso que la Cámara revisora hubiese introducido modificaciones sustanciales al proyecto aprobado por la Cámara de origen, el proyecto también establecía la obligación de consultarla.





II.	EL MARCO JURÍDICO VIGENTE.


	El inciso final del artículo 74 de la Constitución establece que la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribucio�nes de los tribunales, sólo puede ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema.


	Dicha norma se encuentra reglamentada en el artículo 16 de la LOC del Congreso Nacional, que señala:


	"Artículo 16. Los proyectos que contengan preceptos relati�vos  a la organización y atribuciones de los tribunales, serán puestos en conoci�miento de la Corte Suprema para los efectos indicados en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitu�ción Política.  El proyecto deberá remitirse a la Corte al momento de darse cuenta de él si el mensaje o moción se hubiere presentado sin la opinión de esa Corte, o deberá hacerse posteriormente por el presidente de la corpo�ración o comisión respectiva si las disposiciones hubieren sido incorpo�radas en otra oportunidad o hubieren sido objeto de modifica�ciones sustanciales respecto de las conocidas por la Corte Suprema".





III.	LA INTERPRETACION DE LA CONSULTA A LA CORTE


1.	Historia fidedigna.


	El inciso final del artículo 74 de la Constitución, fue introducido por la Comisión Ortúzar. Se argumentó que ello era necesario por el carácter especial que se quería dar a la independencia del poder judicial y al respeto que se le debía tener.  También, que se trataba de una formalidad especial, que en ningún caso signi�ficaba vincular la decisión final que pudiera tomar el Congreso sobre el proyecto de ley consultado.  El Congreso, se señaló, no está obligado a seguir la opinión de la Corte Suprema; lo contra�rio equivaldría a una especie de veto a la proposición de ley y equivaldría a convertir a la Corte Suprema en un órgano legisla�tivo (sesiones 301ª, de 28 de junio de 1977, y 303ª, de 14 de diciembre de 1977).


2.	El fundamento


	La idea que subyace tras la consulta que se debe hacer a la Corte Suprema, puede sintetizarse en dos aspectos.


	a.	La Corte Suprema es la cabeza de un poder del Estado que no tiene iniciativa colegisladora. 


	b.	El mecanismo busca aprovechar la experiencia práctica que tiene la Corte Suprema en los aspectos de una ley que digan relación con organización y atribuciones de los tribunales.  Es decir, la consulta se realiza a un órgano técnico alta�mente calificado, cuyas opiniones o sugerencias pueden ser intere�santes de tener en cuenta al momento de aprobar en uno o en otro sentido un determinado proyecto de ley. 


3.	Naturaleza jurídica


	El inciso final del artículo 74 de la Constitución obliga a oír a la Corte Suprema.  Ello plantea la naturaleza jurídica de este mecanismo establecido por la Constitución.


a.	Informe no vinculante.


	La Corte Suprema actúa aquí como un órgano asesor altamente calificado.  No tiene, en consecuencia potestades decisoras o vinculantes.


	De acuerdo a lo anterior, oír a la Corte Suprema significa que ésta debe emitir un informe que contenga una apreciación sobre los criterios de legalidad, oportunidad, mérito o conveniencia que contenga el proyecto de ley que se le consulta.  Se trata, pues, de un informe simplemente obligatorio, pues debe ser solici�tado por el Parlamento o por el Ejecutivo, pero no vincula a la decisión final.


b.	No es un control de constitucionalidad.


	Los mecanismos de control de constitucionalidad de las leyes  tienen por objeto garantizar la sumisión del poder político a la Constitución.  Es por ello que las resoluciones emanadas de los órganos encargados de dicho control deben ser vinculantes.  








	La Constitución reglamenta expresa y detalladamente la jurisdic�ción constitucional. En dicha regulación, la Corte Suprema no ejerce control preventivo alguno de constitucionalidad. 


4.	Requisitos para que opere


	Tanto el artículo 74 de la Constitución como el 16 de la LOC del Congreso Nacional, establecen ciertos requisitos para que opere la consul�ta.  Ello implica reconocer que no todos los proyectos deben ser consultados a la Corte Suprema sino que sólo aquellos que reúnan los elementos que el ordenamiento jurídico exige.  Estos elemen�tos son:


	a.	Que se trate de materias propias de la ley orgánica relativa a la organización y atribuciones de los tribunales.  


	b.	La Corte debe evacuar un informe.  Este informe reúne las siguientes características:


		i.	Debe emitirlo la Corte Suprema. Esto significa que el órgano consultado no es el Poder Judicial ni las Cortes de Apelaciones. 


		ii.	La Corte Suprema, debidamente consultada, está obliga�da a emitir su informe. 


			Pero también es preciso consignar que la obligatoriedad es también para el Parlamento o el Ejecutivo.  La consulta debe hacerse una vez que se reúnan las condi�ciones que establece la Constitu�ción, independientemen�te si esta consulta la hace el Ejecu�tivo, la Cámara, el Senado o una Comisión, y si se trata de una moción o de un Mensaje.  


		iii.	La Corte puede emitir uno o varios informes.


		iv.	No suspende el curso de la tramitación del proyecto de ley.  Es decir, solicitada la consulta a la Corte, el pro�yec�to no se detiene en su tramitación.  De este modo, por ejemplo, un proyecto que consultó la Cámara, puede ser consulta�do nueva�mente por el Senado si el informe de la Corte llegó cuando al proyecto ya estaba en la Cámara Alta y la Cámara le había hecho sustanciales modificacio�nes.











IV.	EL TEXTO DESPACHADO POR EL CONGRESO PLENO.


	El texto aprobado por el Congreso Pleno, configura la consulta a la Corte Suprema de la siguiente manera:


1.	Trámite esencial.


	El proyecto aprobado establece que la modificación a la ley orgánica constitucional relativo a la organización y atribución de los tribunales sólo puede ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema.


2.	Naturaleza de la facultad.


	El proyecto aprobado sólo establece que la Corte debe ser "oída", es decir, consultada respecto de la modificación. 


3.	Oportunidad.


	La consulta a la Corte Suprema debe ser "previa", o sea, antes que se produzca la modificación.  Ello equivale a señalar que debe efectuarse durante la tramitación; no antes que ésta se inicie en el Parlamento.


	El proyecto aprobado precisa las dos situaciones en que procede la consulta durante la tramitación:


	a.	En el primer trámite constitucional, la opinión debe serle requerida al término del mismo.


	b.	En el segundo trámite, la consulta procede sólo si en esta etapa se introdujeron modificaciones sustanciales al proyecto aprobado por la Cámara de origen.


	El hecho que la Reforma sólo contemple estas dos situaciones, implica dejar sin efecto la posibilidad que tiene el Ejecutivo de consultar a la Corte antes de enviar sus proyectos que le brinda la LOC del Congreso Nacional.


4.	Plazo para evacuar el informe.


	La Corte Suprema debe pronunciarse dentro del plazo de treinta días.  Sin embargo, previa comunicación al Congreso, puede  prorrogar el plazo por otros treinta días.


	Si la Corte no emite su opinión dentro de dicho plazo, el trámite se tiene por cumplido.








V.	MODIFICACIONES DE LA REFORMA DURANTE SU TRAMITACION


	El proyecto sufrió importantes cambios durante su tramitación respecto de su texto original, que corresponde señalar.


1.	Modificaciones durante  la tramitación en el Senado.


	Respecto de la moción original, el Senado efectuó los siguientes cambios:


	a.	En primer lugar, remitió a la Ley Orgánica del Congreso Nacional establecer los plazos dentro del cual la Corte debía pronunciarse.  El proyecto original establecía un plazo de treinta días, contados desde que se le hubiere comunicado el respectivo proyecto.


	b.	También suprimió la regulación que hacía la moción original en relación a las urgencias que podía hacer el Presidente de la República.  En efecto, el proyecto señalaba que si el Presidente hacía presente la urgencia, esta circunstancia debía ser comunicada a la Corte. Y entregaba a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional establecer el plazo dentro del cual, en este caso, la Corte debía evacuar su informe.


2.	Modificaciones de la Cámara de Diputados.


	La Cámara, en segundo trámite, mantuvo la regulación que aprobó el Senado en primer trámite. Sin embargo, volvió al texto original de la moción, al no remitir a la Ley Orgánica el establecimiento del plazo para que la Corte evacuara su opinión.  El proyecto aprobado por la Cámara establecía un plazo de treinta días para que la Corte se pronunciare, facultándola para prorrogarlo hasta por otros treinta días, previa comunicación al Congreso.


3.	Aprensiones en el Congreso Pleno. La Solicitud de veto al ejecutivo.


	Durante la sesión del Congreso Pleno, en que el Parlamento aprobó el proyecto, diversos parlamentarios manifestaron aprensiones respecto de la regulación.  Muchos lamentaron la improcedencia de la comisión mixta en una Reforma Constitucional.  Esta, a su juicio, permitiría superar los vacíos que tenía el proyecto. No obstante ello, preferían que el Ejecutivo vetara el proyecto de conformidad a las observaciones por ellos planteadas. 





	La principal objeción al proyecto se refirió a las urgencias y su vinculación con la consulta a la Corte.  Durante la tramitación de este proyecto, varios parlamentarios dejaron expresa constancia que en el evento que el Presidente de la República hiciera presente la urgencia a un proyecto de ley, el plazo de treinta días que tiene la Corte, se debe ajustar al plazo que establezca la urgencia. En otras palabras, la disposición constitucional que obliga al Congreso a despachar un proyecto de ley dentro de un plazo determinado por la urgencia, prima sobre el plazo de treinta días que tiene la Corte para evacuar su informe.


	Lo anterior, no obstante ser jurídicamente defendible, es una interpretación.  Ello hace que sea necesario clarificarlo desde el punto de vista normativo.


	No basta con dejar constancia para la historia fidedigna, que prima el plazo de la urgencia por sobre los treinta o sesenta días que tiene la Corte para evacuar su informe, pues el Tribunal Constitucional o el propio Parlamento, puede tener otro criterio.  Lo anterior traería enormes dificultades.





VI.	LAS RAZONES Y EL CONTENIDO DE LAS OBSERVACIONES.


1.	Las urgencias.


	Uno de los objetivos del proyecto original, era precisar si el proyecto tenía urgencia, la Corte debía evacuar su opinión dentro del plazo de ésta.  Sin embargo, esto desapareció del proyecto en su tramitación.


	Las intervenciones que se realizaron en el Congreso Pleno solicitaron expresamente al Ejecutivo realizar observaciones al proyecto para clarificar el plazo que tenía la Corte para evacuar su informe si el proyecto tenía urgencia.


Las observaciones que se someten a vuestra consideración, razonan en términos que la comunicación que la Corte realice al Parlamento, debe evacuarse dentro del plazo de la urgencia respectiva. Además, la omisión del informe, cualquiera sea el plazo de la urgencia, se tendrá por evacuado una vez vencido.











2.	La oportunidad de la consulta.


De acuerdo a la Reforma, es posible que la Corte evacúe su informe tanto en el primer trámite constitucional, y en el segundo trámite, cuando se le hubieren introducido modificaciones sustanciales al proyecto.


Debido a lo anterior, el Ejecutivo estima indispensable no eliminar las hipótesis de consulta que regula la LOC del Congreso Nacional. En efecto, la reforma implicó dejar sin efecto la posibilidad que tiene el Ejecutivo de consultar a la Corte antes de enviar sus proyectos, dejando en definitiva sin aplicación alguna la Ley Orgánica Constitucional en esta materia.


Por ello, se considera indispensable mantener las oportunidades de consulta que establece la LOC respectiva.


En atención a las razones aquí formuladas y en uso de su facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remito observaciones al texto al aprobado, del siguiente tenor:





ARTÍCULO UNICO





Para sustituir el artículo único, que el proyecto de reforma constitucional propone, por el siguiente:


"Artículo único.-	La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva.


La Corte Suprema deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita la opinión pertinente. 


Sin embargo, si el Presidente de la República hubiere hecho presente una urgencia al proyecto consultado, se comunicará esta circunstancia a la Corte.


En dicho caso, la Corte deberá evacuar la consulta dentro del plazo que implique la urgencia respectiva.


Si la Corte Suprema no emitiere opinión dentro de los plazos aludidos, se tendrá por evacuado el trámite.".


Dios guarde a V.E.,
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		Presidente de la República
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